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JUICIO CONTENCIOSO 571//2018/3




 DEMANDADO Y RECURRENTE:
**********MAGISTRADO **********



JUAN RAMIRO ROBLEDO RUIZ
SECRETARIA





ADELA ORALIA RODRÍGUEZ RODRÍGUEZ
San Luis Potosí, San Luis Potosí, acuerdo de la Sala Superior del Tribunal de Justicia Administrativa, correspondiente a la determinación unitaria de 26 de agosto de dos mil diecinueve.

V I S T O S, para resolver los autos del Toca número 32/2019/SS formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado el  05 de junio de 2019 dos mil diecinueve por el licenciado ********** en su carácter de  Apoderado y Representante Legal del ********** parte demandada en este juicio, en  contra de la sentencia de fecha  16 dieciséis de abril del año en curso, pronunciada por la Tercera Sala Unitaria, al resolver  el juicio contencioso administrativo estatal número 571/2018/3, promovido por **********  en su carácter de Apoderada Legal de la parte actora ********** **********R E S U L T A  N D O

I.- Por escrito presentado en la Oficialía de Partes de este Tribunal,  con fecha 23 veintitrés de junio  del 2018 dos mil dieciocho, la **********  en su carácter de representante legal de  ********** compareció a demandar al **********: “1. La ausencia de fundación y motivación como resultado de la negativa ficta que se ha configurado al no recibir respuesta al escrito de requerimiento de pago, que más adelante se precisa, no existe notificación de tal acto, por su propia naturaleza. Del Hospital Central Dr. Ignacio Morones Prieto  se impugna la actuación ilegal derivada de la omisión de pago de las órdenes de compra siguientes…”

II.- Mediante acuerdo de fecha  28 de junio  del año 2018 dos mil dieciocho, el Magistrado de la Tercera Sala Unitaria de este Tribunal, admitió a trámite la demanda de referencia, ordenando emplazar a la autoridad demandada, para que produjera  su contestación a la demanda, carga procesal cumplida en tiempo y forma (fojas 173 a 180), refiriéndose a los hechos de la demanda, a los conceptos de derecho  con capítulo de ofrecimiento de pruebas.
III.-  Seguido el juicio en todas sus fases, el 30 de octubre  del año 2018, dos mil dieciocho, se llevó a cabo la audiencia de ley conforme a los artículos  246 y 247 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con asistencia de las partes y sus representantes,  en la que se admitieron y desahogaron las pruebas ofrecidas, citándose para resolver, por lo que el  16 dieciséis  de abril del presente año  se procedió a dictar la sentencia respectiva, con los siguientes puntos resolutivos:

“PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del  Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- La parte actora acreditó su acción  y parcialmente su pretensión, por lo que se ordena a la autoridad demandada proceder al pago de la cantidad que se le adeuda como saldo pendiente, de conformidad con el considerando sexto de esta sentencia.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada, con copia autorizada de esta resolución.”
IV.-  La sentencia  descrita en el punto que antecede, fue notificada a las  partes actora y demandada con fecha 15 de mayo de la presente anualidad, según consta en los autos del expediente del juicio  contencioso administrativo estatal.

V.- El 25 veinticinco de junio del año en curso se recibió el recurso de apelación interpuesto por la parte actora, de conformidad con lo previsto  por el artículo 152 fracción I del Código  Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí,

VI.- Por acuerdo de  26 veintiséis de junio de la presente anualidad se radicó la apelación con el número  32 /2019/SS se admitió a trámite y con las copias exhibidas se ordenó correr traslado a la parte actora en los términos del artículo 154 del Código Procesal de la materia.
VII.- Por auto de fecha 15 quince  de julio del  actual,  se certificó que la parte actora no desahogó la vista ordenada dentro del término legal concedido, y se citó para resolver:




C O N S I D E R A N D O.
PRIMERO. Competencia.-  A la Sala  Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer los recursos de apelación, en términos del artículo 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 7 fracción II, 9 fracción II, 23 fracciones IV y V de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152 último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una sentencia definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de este Tribunal.

SEGUNDO.- Existencia del acto recurrido.- En cierto y se acredita con el informe rendido por el Magistrado de la Tercera Sala Unitaria de este Tribunal y los autos originales del juicio contencioso administrativo estatal número 571/2018/3 en los cuales obra glosada la sentencia que lo constituye.

TERCERO.- Legitimación. El presente recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima ya que se trata del ********** ********** en su carácter de Apoderado Legal ********** parte demandada en el juicio contencioso administrativo estatal arriba mencionado, cuya resolución es el acto impugnado, en los términos del artículo 152 primer párrafo del  Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

CUARTO.- Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el artículo 153 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que la sentencia fue notificada  a la parte demandada aquí recurrente el día 15 de  mayo del actual,  surtió efectos el día 16 del mismo mes por lo  que en términos del artículo 40 de la misma Ley Adjetiva supra citada  el plazo para la interposición del recurso transcurrió del  17 de mayo al 6 seis de junio de la presente anualidad,  al descontar para tal efecto los días 18dieiocho, 19 diecinueve, 25 veinticinco y 26 veintiséis de mayo, uno y 2 de junio, debido a que fueron sábados y domingos, de  conformidad con lo establecido por el artículo 15 del Código Procesal Administrativo que nos rige, por lo que si el recurso de apelación se presentó el día 5 cinco de junio del presente año, se efectuó con la oportunidad debida.

QUINTO.  Atento al principio de economía procesal  no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de  la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por el apelante al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia para cumplir con los requisitos de congruencia y exhaustividad. 

Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia emitida  por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, del Apéndice 2000, Novena Época que reza:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el juez federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente, para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma”.
También cobra aplicación la tesis del Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil y del Trabajo del Décimo Séptimo Circuito, consultable en la página dos mil ciento quince, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo XXIII, marzo de dos mil seis, Novena Época, de rubro y contenido siguientes:

“SENTENCIA DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO, AL EMITIRLAS NO SE ENCUENTRAN OBLIGADOS A TRASCRIBIR LA RESOLUCÍÓN RECURRIDA. El hecho de que en las sentencias que emitan los Tribunales Colegiados de Circuito, no se transcriba la resolución recurrida, no infringe las disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual quedan sujetas sus actuaciones pues el artículo 77  de dicha legislación no lo prevé así, ni existe precepto alguno que establezca esa obligación; ni existe precepto alguno que establezca esa obligación; además, dicha omisión no deja en estado de indefensión al recurrente, puesto que ese fallo obra en los  autos y se toma en cuenta al resolver” 
SEXTO. Resumen de los antecedentes del juicio:

Previo al análisis de los agravios vertidos por la autoridad apelante y para una mejor ilustración y panorama jurídico del asunto que nos ocupa, conviene relatar una síntesis de los antecedentes procesales más relevantes que lo conforman.

La actora **********, como representante legal de la empresa **********  demandó a la ********** de esta ciudad,  “la ausencia de fundamentación y motivación como resultado de la negativa ficta que se ha configurado al no recibir respuesta al escrito de requerimiento de pago que más adelante se precisa, no existe notificación de tal acto, por su propia naturaleza”; aduce con motivo de las adjudicaciones y órdenes de compra su representada entregó a la autoridad demandada los medicamentos a que se refieren las facturas que acompaña a su demanda, habiendo convenido  que el pago se efectuaría dentro de los 45 días siguientes a la recepción de los bienes y presentación de las facturas. Siendo el caso que la demandada no ha cumplido con todos los pagos y ha generado un adeudo por  la cantidad de ********** 
La autoridad  en su contestación a la demanda argumentó en primer lugar, que  no existe la negativa ficta supuesto que dio contestación a todos los requerimientos de pago por parte de la actora, lo que acredita con los documentos correspondientes algunos allegados por la misma, aceptando que efectivamente se le debe a la parte promovente la cantidad que  reclama, haciendo notar  que existió conformidad de la demandante en el sentido de que dicho adeudo se cubriría de acuerdo a la disponibilidad presupuestal. Según consta en el documento respectivo que adjuntó la actora su demanda.(Fojas 206)
La Sala resolutora  en la sentencia respectiva determinó primero que, como lo afirma la autoridad demandada,  no existe la negativa ficta porque en el caso no se da la omisión   que alega la actora, pues en autos se encuentra diversa solicitud posterior al plazo que configura el silencio administrativo que reclamó la promovente y respecto de los mismos cobros que se enuncian en la primera solicitud de pago, la cual sí fue contestada por la demandada.
Enseguida se ocupa del adeudo  cuyo pago requiere la promovente y razona que   el documento  (a fojas 206) del expediente que lo refiere, el cual por no haber sido objetado  le otorga valor probatorio pleno, más cuanto existe la confesión expresa y aceptación del adeudo por la autoridad al contestar la demanda respectiva, por lo que en consecuencia  condena  a su pago.
Séptimo.- Estudio de los conceptos de agravio:

La parte recurrente expuso a manera de  único agravio, en síntesis,  lo siguiente:
Que la Sala resolutora viola los derechos contenidos en los artículos 14, 16 y 17  de la Carta Magna al haber emitido una resolución incompleta, incongruente, carente de la debida fundamentación y motivación y del principio de exhaustividad, ya que es omisa al valorar la documental contenida a fojas 206 del sumario;  instrumental  que contiene la declaración unilateral de voluntad efectuada por la ahora actora, en la que se modifica el plazo de pago establecido en el contrato para el pago y acepta de manera expresa  que la cantidad fuera cubierta de acuerdo a la disponibilidad presupuestal de la institución demandada.
Que la Sala del conocimiento omitió estudiar en forma integral el documento aludido que contiene la declaración unilateral de voluntad efectuada por la demandante por conducto de su representante legal, sobre todo porque ni siquiera hizo mención a la circunstancia apuntada, esto es,  donde  la parte promovente acepta de manera expresa que la cantidad debida fuera cubierta de acuerdo a la disponibilidad presupuestal de la Institución demandada. Acontecimiento éste que  no se  tomó en cuenta en  la  Sala apelada donde solo se declaró parcialmente procedente la acción ejercitada de incumplimiento de pago, sin aludir que de lo ahí estipulado deriva una confesión expresa  consistente en el reconocimiento  que el saldo se cubriera en la forma condicionada como quedó escrito; es decir, cuando lo permitiera el presupuesto del hospital, por lo cual considera que la resolución de la primera instancia carece de motivación.
Este concepto de agravio resulta fundado pero insuficiente por una parte  y por la otra, infundado; conclusión de las siguientes consideraciones y razonamientos:
El contenido formal del principio de legalidad  que consagra el artículo 16  de la Constitución Federal, respecto a la exigencia de que  las resoluciones se encuentren debidamente fundadas y motivadas, tiene como finalidad toral y ratio que las partes conozcan en detalle y de manera completa la esencia de todas las circunstancias y condiciones que determinaron el sentido de la sentencia; por lo que no es suficiente que el acto de autoridad observe una motivación incongruente o imprecisa, pero tampoco es válido  exigirle una amplitud mayor, pues solamente es suficiente la expresión de lo estrictamente necesario para explicar y justificar la decisión resolutoria a efecto de que se considere fundado y motivado debidamente, exponiendo los hechos relevantes, concretando   en qué consistió la litis, citando la norma habilitante y un argumento bastante para la subsunción,  esto es,  emitir el razonamiento del que se deduzca  la relación de pertenencia lógica de los hechos al derecho invocado.
En el caso, la Sala A quo   en el considerando sexto de la resolución apelada  primero  declara, previo razonamiento legal, la inexistencia de la negativa ficta que reclamó la actora para  posteriormente establecer que con base en el documento que obra a fojas 206 de autos, el cual transcribe y otorga valor probatorio pleno al no haber sido objetado por su autora, condena a la autoridad demandada al pago de lo que  ahí se señala como saldo de un adeudo, atendiendo además a la confesión expresa de la  autoridad requerida al aceptar dicho adeudo en la contestación de su demanda.
De  las consideraciones que hace la Sala primigenia, no se deduce  que, como lo señaló la parte demandada “**********” por conducto de su representante legal,  se hubiera hecho alusión alguna a la última parte del documento en que se basó para emitir su sentencia; es decir, la parte donde la actora acepta que la cantidad ahí establecida le sería cubierta de acuerdo con la disponibilidad presupuestal del Hospital y que fue argumentado por la aquí apelante al contestar la demanda respectiva.

De ahí lo fundado del agravio en el sentido de que la sentencia de primera instancia no cumplió con el requisito de exhaustividad, al que se refiere el artículo 249 en su fracción I del Código Procesal Administrativo, al haber omitido referirse al argumento de la demandada en el sentido de que reconociendo el adeudo  hace notar que la actora estuvo conforme en  que la suma debida se cubriría condicionada a la disponibilidad presupuestal. El juzgador debe tener en cuenta todo lo que plantearon las partes para resolver el litigio de que se trata, para que de esta manera se cumpla con el principio de completitud de las sentencias establecido por el artículo 17 constitucional y con la congruencia de las mismas, conforme a las cuales se debe resolver todo lo efectivamente planteado por las partes, sean procedentes o improcedentes, declarándolo así según sea el caso.
Así lo ha establecido la Jurisprudencia que enseguida se transcribe:

 Época: Novena Época; Registro: 181647: Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito: Tipo de Tesis: Jurisprudencia: Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta: Tomo XIX, Abril de 2004: Materia(s): Administrativa: Tesis: V.3o. J/2: Página: 1360 

“SENTENCIAS DE NULIDAD. EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA TRANSGREDE LOS PRINCIPIOS DE EXHAUSTIVIDAD Y CONGRUENCIA, SI OMITE PRONUNCIARSE SOBRE LOS ARGUMENTOS EXPUESTOS EN LA CONTESTACIÓN A LA DEMANDA.- El artículo 237 del Código Fiscal de la Federación impone a las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, la obligación de examinar todos los puntos controvertidos en el juicio fiscal; por tanto, para que la resolución correspondiente se ajuste a derecho se deben respetar los principios de exhaustividad y congruencia de la disposición legal citada, pronunciándose respecto de todos y cada uno de los argumentos que por vía de contestación de la demanda formuló la autoridad, por lo que, al omitir dicho pronunciamiento, transgrede la disposición contenida en el referido precepto”.
 Sin  embargo, aun estando fundado  este motivo de disenso  resulta insuficiente  para trascender al resultado del fallo y por lo tanto para beneficiar los intereses de la parte inconforme, quien además no ataca las consideraciones del sentido de la sentencia en cuanto a la condenación que hizo al pago de  la cantidad que aceptó deber a la actora, es decir no expone razonamientos encaminados a controvertir el fondo dela litis.
Por identidad jurídica sustancial procede invocar aquí la Tesis  Jurisprudencial que enseguida se transcribe:

 Época: Décima Época: Registro: 2003463: Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito: Tipo de Tesis: Aislada: Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta: Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 3: Materia(s): Civil: Tesis: VI.2o.C.30 C (10a.): Página: 1699 

“AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. PUEDEN DECLARARSE FUNDADOS PERO INSUFICIENTES PARA TRASCENDER AL RESULTADO DEL FALLO Y BENEFICIAR A LOS INTERESES DEL INCONFORME (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE PUEBLA).

El artículo 396 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Puebla precisa que el tribunal de apelación al emitir su ejecutoria puede declarar que los agravios son fundados, infundados, inoperantes, e insuficientes; y así no obliga a la Sala a clasificarlos en una sola categoría, pues puede hacerlo indistintamente en dos o más hipótesis de las mencionadas. Pero principalmente no obliga a la autoridad de segunda instancia a que por la sola circunstancia de que resulten fundados deba emitir su fallo en sentido favorable al recurrente y a la modificación o revocación del fallo apelado en su beneficio, ya que puede resultar que a pesar de ser fundados los agravios sean insuficientes para trascender al resultado del fallo y, por tanto para beneficiar a los intereses del inconforme, lo que por esa única razón no causa perjuicio alguno a las partes, siempre y cuando las consideraciones y fundamentos que rijan la sentencia se encuentren apegados a derecho”.

En efecto, el documento que obra  a fojas 206 del expediente génesis de esta instancia, señala en su parte conducente:
“LA SUMA DEL IMPORTE DE AMBOS TÍTULOS DE CRÉDITO ASCIENDE A LA CANTIDAD DE $**********
PARA SER APLICADOS COMO ABONO PARCIAL AL ADEUDO QUE EN CANTIDAD **********QUEDANDO UN SALDO EN CANTIDAD DE  ********** QUE TIENE LA SOCIEDAD MERCANTIL DENOMINADA FARMACEUTICOS  MAYPO S.A. DE C.V., LA QUE SERÁ CUBIERTA DE ACUERDO A LA DISPONIBILIDAD PRSUPUESTAL DEL HOSPITAL NOMBRADO SIN RESERVA AL DERECHO DE COBRO DE INTERES ALGUNO, PUES LA CANTIDAD QUE SE RECIBE SERÁ APLICADA ÍNTEGRAMENTE AL CAPITAL.”
Del análisis del contenido del documento cuya parte conducente se transcribió y que en su encabezado señala que se trata de un  “Recibo” se puede colegir válidamente que es solo  un instrumento que certifica el pago por un producto, es un comprobante de pago para ambos, emisor y  receptor. Es un acto jurídico no formal pero no es una declaración unilateral de voluntad como figura jurídica contemplada por la ley, como erróneamente lo considera la apelante. No se trata de una declaración unilateral de voluntad, que conforme a su definición y concepto, estas obligaciones se caracterizan porque frente a la prestación que lleva  a cabo una de las partes, la otra no está obligada a realizar o dar nada a cambio; reproduce el esquema más simple de la obligación personal de contenido patrimonial y surge como consecuencia de un contrato.
Es verdad que el documento transcrito supra  contiene una declaración por parte de la  actora, en el sentido de que acepta que el adeudo que quedó pendiente a cargo de la demandada  sería cubierto de acuerdo a la disponibilidad presupuestal del Hospital, pero no lo es menos que como lo pretende  la demandada,  se trate de una declaración unilateral de voluntad toda vez que por ésta se entiende según la doctrina, la exteriorización de la voluntad sancionada por la ley que implica para su autor la necesidad jurídica de conservarse en aptitud de cumplir voluntariamente una prestación de carácter patrimonial, pecuniaria o moral en favor de una persona que eventualmente puede llegar a existir o  no,  o si ya existe un derecho sin necesidad de que acepte.

En síntesis, es una sola voluntad expresada por la cual un sujeto en ejercicio de la libertad que el ordenamiento legal le otorga, se coloca en la posición de deudor de una relación jurídica sin mediar la  confirmación del acreedor, por lo que válidamente se puede definir como una exteriorización de la voluntad de un sujeto con el propósito de quedar obligado a una prestación; concepto que recoge nuestra legislación civil en el Capítulo II Libro Cuarto, Primera Parte, Título Primero, en sus artículos 1696, 1697 y demás relativos, que como declaración unilateral de voluntad solo refieren casos específicos como las ofertas al público, la promesa de recompensa,  estipulación a favor de terceros, documentos pagaderos a la vista o al portador y poderes.
Evidentemente que  en la definición conceptual aludida no se comprende el caso que nos ocupa.

Ahora bien, tampoco puede hablarse de una condición suspensiva asentada en el “ recibo” como implícitamente quiere hacerlo valer la parte recurrente, porque  ese concepto contenido en la ley  Sustantiva Civil, deriva cuando de su cumplimiento depende la existencia de la obligación, o en otros términos, la obligación no existe si no se ha realizado el acontecimiento condicionante  futuro e incierto; y en la especie, la obligación nació desde el momento del pacto entre actor y demandado y tiene vida jurídica,  esto es, que ya existía desde el momento en que se firmó el contrato respectivo entre  ambas partes, se hicieron los pagos parciales de los adeudos y se extendió  el recibo en el que se funda el pago  como cumplimiento de esa obligación a que fue condenada la parte demandada por el  A quo.
Por otra parte,  la misma Ley Sustantiva Civil ha establecido el principio de que el acreedor puede antes de que la condición se cumpla, ejercitar todos los actos conservatorios de su derecho. Al efecto, se transcriben los artículos relativos de dicho Ordenamiento.
Artículo 1775.- En tanto que la condición no se cumpla, del deudor debe abstenerse de todo acto que impida que la obligación pueda cumplirse en su oportunidad.

El acreedor puede, antes de que la condición se cumpla, ejercitar todos los actos conservatorios de su derecho.

Artículo 1777.- Cuando el cumplimiento de la condición  dependa dela exclusiva voluntad del deudor, la obligación condicional será nula.
Artículo 1780.- La obligación contraída bajo la condición de que un acontecimiento no se verifique en su tiempo fijo, será exigible si pasa el tiempo sin verificarse.
Si no  hubiere tiempo fijado la condición deberá reputarse cumplida transcurrido el que verosímilmente se hubiere querido señalar atenta a la naturaleza de la obligación.
El espíritu que subyace en la hipótesis legal contenida en las disposiciones sustantivas transcritas, nos lleva a concluir válidamente que en la especie, el acreedor pudo antes de que la condición se cumpliera  ejercitar todas las acciones que conserven su derecho, como lo hizo al entablar la demanda génesis de este procedimiento para cautela del mismo; aunado  a esto, debe aplicarse la disposición de que cuando el cumplimiento de la condición dependa solo de la voluntad del deudor, esa obligación será nula; y por último, que  si no se hubiere fijado tiempo, la condición se considerará cumplida transcurrido el que verosímilmente se hubiere querido señalar atenta la naturaleza de la obligación, la cual en este caso resulta indeterminada e indefinida en el futuro pues no es indicativa de ningún plazo concreto, por lo que el actor estuvo en lo correcto en ejercitar su acción conducente a la cautela de su derecho.
Cabe acotar aquí que el “Recibo”  que obra a fojas 206 del expediente relativo al juicio contencioso administrativo respectivo, es de fecha primero de septiembre del año 2017, lo que indica que han transcurrido casi dos años en que la autoridad demandada ha recibido  el presupuesto anual para cubrir sus adeudos  de acuerdo con la Ley de Ingresos y Presupuesto de Egresos correspondiente a los años 2015 a 2018, donde se estableció la creación de aportaciones extraordinarias  por un monto de varios millones de pesos  por parte del Gobierno del Estado para saneamientos financieros. Además se aprobó el presupuesto  dentro del marco del Plan Estatal de Desarrollo 2015- 2021 mediante decreto 0051 de jueves 10 diez de enero del presente año. De todo ello se colige que la autoridad demandada ha obtenido ingresos durante dos años posteriores a la fecha en que se concretó el adeudo que expresamente aceptó. Ello lo coloca en la parte in fine del invocado artículo 1780 del Código Civil vigente en el Estado y por lo tanto deberá reputarse cumplido el tiempo para la exigibilidad de la obligación.
Se invoca a propósito de lo anterior, la Tesis Jurisprudencial que reza:

Época: Décima Época: Registro: 2004826: Instancia: Primera Sala Tipo de Tesis: Aislada: Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta: Libro XXVI, Noviembre de 2013, Tomo 1 Materia(s): Constitucional, Administrativa, Administrativa: Tesis: 1a. CCCXVIII/2013 (10a.) : Página: 516 

“ACTIVIDAD CONTRACTUAL DEL ESTADO. LA COEXISTENCIA DE LOS PRINCIPIOS DE INTERÉS PÚBLICO Y HONRADEZ CONSTITUYE EL PARÁMETRO DE SU ESCRUTINIO CONSTITUCIONAL.- El artículo 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos da fundamento a la actividad contractual del Estado, la que es informada por distintos principios, entre ellos, el de interés público, mediante el cual se busca asegurar las mejores condiciones de contratación para aquél, ya que permite subordinar el interés privado, al ser fuente de determinada asimetría contractual, no observable en el derecho común, que es sustento de figuras extintivas o suspensivas de los contratos a favor del Estado. Sin embargo, dicho principio debe interpretarse de manera restrictiva a la luz del modelo del Estado Constitucional de Derecho, esto es, como principio necesario para la realización de fines de bienestar común para los cuales se instituyen las autoridades, por lo que no cabría encontrar una autorización estatal ilimitada para modificar arbitrariamente condiciones pactadas, ni una justificación constitucional para el incumplimiento de las obligaciones convencionales del Estado, pues justo la regla general es que debe cumplirlas, lo cual lleva a esta Sala a otorgar contenido normativo al principio de "honradez" mencionado en la norma constitucional, como mandato estatal de cumplimiento de las obligaciones contraídas, complementado en su contenido por su estrecha relación con el artículo 5o. constitucional, que establece el derecho de retribución para el trabajo prestado por las personas. Así, el acomodo razonable de ambos principios ha de ser un parámetro de cualquier ejercicio de escrutinio constitucional sobre los distintos modelos de contratación establecidos por el legislador.”
A mayor abundamiento, al haberse fijado la Litis constriñéndola al pago de la cantidad contenida en el recibo ya transcrito, que contiene el adeudo a cuyo pago fue condenado la parte apelante y no habiendo impugnado la resolución de la primera instancia en ese renglón, y además  por haber reconocido expresamente dicho adeudo, su agravio al respecto resulta infundado e improcedente y como el órgano  resolutor  indica las razones para fallar en el sentido en que lo hizo, muestra que su decisión es el resultado del correcto ejercicio de la función jurisdiccional, lo procedente será confirmar la sentencia recurrida
Por lo expuesto y fundado y con apoyo además en lo dispuesto por los artículos 155 y 156 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:


PRIMERO.- Se confirma  la sentencia recurrida conforme  a lo expuesto en el considerando séptimo de la presente resolución.

SEGUNDO.- Notifíquese personalmente a la actora y por oficio a la autoridad demandada con copia autorizada de la esta resolución. Con apoyo en lo dispuesto por l artículo 16 fracción IV del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita a la licenciada Yun-sen Fiscal para que lleve a cabo la notificación de la presente sentencia
TERCERO.- Remítase  a la Sala de origen el testimonio de esta resolución  y en su oportunidad archívese el expediente como asunto concluido.

Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior Estatal de Justicia Administrativa, Juan Ramiro Robledo Ruiz, quien actúa con Secretaria de Acuerdos  Laura del Castillo Martínez, que autoriza y da fe. Rúbricas.
LA SECRETARIA GENERAL DE ACUERDOS DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE SAN LUIS POTOSÍ C E R T I F I C A: QUE LAS PRESENTES COPIAS CONSTAN DE DIECISÉIS PÁGINAS Y CONCUERDAN FIELMENTE EN TODAS Y CADA UNA DE SUS PARTES CON LA SENTENCIA EMITIDA AL RESOLVER EL TOCA DE APELACIÓN 32/2019/SS, EL VEINTISÉIS DE AGOSTO DE DOS MIL DIECINUEVE, LAS CUALES SE CERTIFICAN CON APOYO EN LO DISPUESTO POR EL ARTÍCULO 51 FRACCIÓN IX DE LA LEY ORGANICA DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA, PARA LOS USOS LEGALES A QUE HAYA LUGAR, EN LA CIUDAD DE SAN LUIS POTOSÍ, S.L.P. A LOS VEINTISIETE DÍAS DEL MES DE AGOSTO DEL DOS MIL DIECINUEVE.- DOY FE. 

LICENCIADA LAURA DEL CASTILLO MARTÍNEZ

Secretaria General de Acuerdos de la Sala Superior

del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí
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